CUESTIONARIO PARA LA PREPARACIÓN DEL ESTUDIO ANALÍTICO SOBRE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y DISCAPACIDAD (A/HRC/RES/17/10) 

1. DATOS ESTADÍSTICOS
· Sírvase indicar si existen estudios o investigaciones sobre la prevalencia, naturaleza, causas e impacto de la violencia contra las mujeres y niñas con discapacidad (es) en distintos entornos (familia/hogar, trabajo, instituciones médicas, escuelas, etc.). ¿Qué tipos de discapacidad y violencia cubren dichos estudios/investigaciones?   

En España, el referente más utilizado por los expertos en relación con la magnitud de la violencia contra la mujer lo constituyen las macroencuestas promovidas por el Instituto de la Mujer en los años 1999, 2002 y 2006.

La Macroencuesta de 2006 incluyó la problemática de las mujeres con discapacidad, visibilizando que están sobre-representadas entre las mujeres que sufren violencia de género. (Según la reexplotación que hizo la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género, declararon haberla sufrido alguna vez el 10,1% de las mujeres con discapacidad, frente al 6,1% de la población general y haberla sufrido en el último año el 4,3% frente al 1,9% de la población general); el 5,8% de las mujeres con discapacidad, por tanto manifestó haber sufrido maltrato de género alguna vez en la vida pero no en el último año (frente al 4,1% de las que no tenían discapacidad). Los resultados están disponibles en la web del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.

Estos datos pueden ser debidos a:

· la dificultad de la propia mujer entrevistada sobre su percepción para detectar si se encuentra ante una situación de violencia o maltrato.

· la dificultad real de poder interponer la denuncia ya que es de su agresor muchas veces de quien dependen para poder hacerlo.

· la dificultad de denuncia por su dependencia a la asistencia o cuidados del agresor. 

· el miedo a la denuncia del abuso por perder los vínculos afectivos y la provisión de cuidados.

No obstante, sobre lo que hay un consenso es que las mujeres con discapacidad se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad o riesgo a la hora de padecer comportamientos violentos, por los siguientes motivos:

· porque disminuyen sus posibilidades de defensa personal ante el agresor.

· porque es menos habitual que trabajen y eso las aísla en el ámbito doméstico e incrementa sus posibilidades de sufrir dependencia económica.

· porque pueden sentir una especie de deuda o culpa frente al agresor por ser cuidadas, al haber vulnerado el patrón tradicional de la mujer como cuidadora. 

En la IV Macroencuesta realizada recientemente en colaboración con el Centro de Investigaciones Sociológicas se ha tenido en cuenta como un objetivo específico el análisis de las posibles analogías y diferencias entre mujeres con discapacidad y el resto de la población femenina. Se prevé disponer de los resultados de la Macroencuesta antes de la finalización de 2011.

Además, con el fin de disponer de información estadística sobre violencia de género respetando lo dispuesto en la Ley de Protección de Datos y sus normas de desarrollo, en las encuestas promovidas desde la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género desde 2009 se introduce sistemáticamente una pregunta acerca de la situación de discapacidad de las personas encuestadas. En dichas encuestas se garantiza la privacidad absoluta de los datos de las personas encuestadas.

En relación con las investigaciones, para profundizar en el conocimiento de la problemática de las mujeres víctimas de violencia de género con discapacidad, se ha promovido, desde la Delegación del Gobierno para la Violencia de género, la realización de una investigación sobre “Violencia de género hacia las mujeres con discapacidad”, en la que, utilizando técnicas cualitativas, se ha analizado esta problemática, tanto desde el punto de vista de las propias mujeres como desde el de profesionales y asociaciones que trabajan en su entorno.

Por otro lado, el estudio de 2010 de la Confederación Estatal de Personas Sordas (CNSE) “Situación de las mujeres sordas ante la violencia de género” reconoce que las estadísticas y datos desagregados por sexo y discapacidad son prácticamente inexistentes e insuficientes y no se considera la discapacidad en toda su heterogeneidad. No obstante, el 46% de las encuestadas consideran que sufren, en mayor medida, más violencia de género que el resto de la población femenina y que la violencia de género no entiende de clase social, status o niveles formativos y el maltrato es más difícil de expresar por los problemas de autoestima –común a cualquier otro tipo de discapacidad- y, en el caso de las mujeres sordas, por barreras de comunicación.

· Sírvanse proporcionar información sobre estudios o investigaciones sobre las discapacidades que son consecuencia de la violencia contra la mujer y las niñas. 

En cumplimiento de una de las medidas del Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género 2007-2008, que había sido propuesta por el CERMI en el Pleno del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer que tuvo lugar el 4 de diciembre de 2006, la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género promovió la realización de un estudio sobre mujeres con discapacidad a consecuencia de la violencia de género.

El resultado de dicho estudio, dirigido por la investigadora Cristina Santamarina, forma parte del II Informe del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, aprobado por el Pleno del mismo en su reunión de 12 de mayo de 2009. Su contenido íntegro está disponible en edición electrónica en el área de Igualdad de la web Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad.

2. LEGISLACIÓN Y POLÍTICAS
· ¿Existe un marco legal para enfrentar la violencia contra las mujeres y niñas con discapacidad en distintos entornos?  

Por lo que respecta al ámbito de actuación de la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género, se informa que las actuaciones y medidas que se desarrollan en relación con las mujeres con discapacidad que padecen violencia de género están encaminadas al cumplimiento y desarrollo de las previsiones de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, que prevé que una de las líneas prioritarias de actuación dirigida a prevenir, erradicar y sancionar la violencia de género, así como a proteger a sus víctimas, es la que aborda la situación específica de las mujeres con discapacidad, a quienes el artículo 18 de la citada Ley Orgánica garantiza, a través de los medios necesarios, el acceso integral a la información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con discapacidad, tales como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comunicación, incluidos los sistemas alternativos o aumentativos.

Asimismo, el artículo 3 de la citada Ley Orgánica contempla que las campañas de información y sensibilización contra la violencia de género se realizarán de manera que se garantice el acceso a las mismas de las personas con discapacidad.

Por otra parte, los planes de colaboración elaborados por los poderes públicos para la consecución de los objetivos de prevención, asistencia y persecución de los actos de violencia de género, han de considerar de forma especial, de acuerdo con el artículo 32 de la citada Ley Orgánica, la situación de las mujeres que, por sus circunstancias personales y sociales puedan tener mayor riesgo de sufrir la violencia de género o mayores dificultades para acceder a los servicios previstos en esta Ley, entre otras, las mujeres con discapacidad.

Con respecto a cualquier práctica médica forzosa, en nuestro país no solo está prohibido sino que existe legislación positiva para garantizar que sea el/la paciente el que tome sus decisiones desde un conocimiento informado. De este modo, la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica, establece los derechos del/la paciente a conocer su situación y a decidir sobre su tratamiento, haciendo mención expresa en su Disposición adicional cuarta a “Necesidades asociadas a la discapacidad”, y estableciendo que “El Estado y las Comunidades Autónomas dictarán las disposiciones precisas para garantizar a los pacientes o usuarios con necesidades especiales, asociadas a la discapacidad, los derechos en materia de autonomía, información y documentación clínica regulados en esta Ley”.

Asimismo, la Ley 26/2011, de 1 de agosto, publicada en el BOE de 2 de agosto de 2011, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (al igual que el RD 1276/2001 que la desarrolla), considera que dicha Convención supone la consagración del cambio de paradigma del enfoque de las políticas sobre discapacidad y que supera definitivamente la perspectiva asistencial de la discapacidad para abordar una basada en los derechos humanos. Con ello, se pasa así a considerar a las personas con discapacidad plenamente como sujetos titulares de derechos y no como meros objetos de tratamiento y protección social. Entre las materias que abarca, cabe destacar las de sanidad, modificándose diversas leyes de modo que se incluye la discapacidad como nueva causa de no discriminación de la persona en su relación con las distintas administraciones públicas sanitarias, y se regula el derecho a la información en formatos adecuados que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad, así como la prestación del consentimiento en diversos campos sanitarios. En concreto, destacan las siguientes:

· Se incorpora la posibilidad de que el donante sea una persona con discapacidad que cumpla el resto de requisitos exigidos para la obtención de órganos procedentes de un donante vivo; en este caso, la información y el consentimiento deberán efectuarse en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del diseño para todos, de manera que le resulten accesibles y comprensibles a su tipo de discapacidad.

· Las Administraciones públicas, a través de sus servicios de salud y de los órganos competentes en cada caso, desarrollarán la promoción, extensión y mejora de los sistemas de detección precoz de discapacidades y de los servicios destinados a prevenir y reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades o la intensificación de las preexistentes.

· Para que la prestación del consentimiento por representación sea adecuada a las circunstancias y proporcionada a las necesidades que haya que atender, siempre en favor del paciente y con respeto a su dignidad personal, si el paciente es una persona con discapacidad, se le ofrecerán las medidas de apoyo pertinentes, incluida la información en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio del diseño para todos de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad, para favorecer que pueda prestar por sí su consentimiento.

· En cuanto a las técnicas de reproducción humana asistida, toda aquella información, consentimientos y contratos que puedan afectar a personas con discapacidad se deberán efectuar en formatos adecuados, siguiendo las reglas marcadas por el principio de diseño para todos, de manera que resulten accesibles y comprensibles a las personas con discapacidad.

· Sírvase indicar las políticas específicas existentes para prevenir y enfrentar la violencia contra las mujeres y niñas con discapacidad y las prácticas perjudiciales que puedan resultar en discapacidad/es. ¿De qué forma las políticas y programas generales de lucha a la violencia contra la mujer aseguran la inclusión de las mujeres con discapacidad y la accesibilidad de los servicios que pretenden proporcionar.  

El 10 de julio de 2009, el Consejo de Ministros aprobó el III Plan de Acción para las Personas con Discapacidad 2009-2012. Los objetivos que ha contemplado el Plan en relación con el Área de Abusos y Violencia han sido los siguientes:

· Conocer las características de los abusos y la violencia ejercida sobre las personas con discapacidad, y su relación con la violencia de género.

· Sensibilizar y dar una formación adecuada en materia de maltrato y violencia de género y discapacidad, para prevenir, detectar y atender a las víctimas.

· Adecuar los criterios de funcionamiento de la red de Recursos públicos y privados existentes, adaptándolos a las necesidades reales de las mueres con discapacidad víctimas de violencia de género o institucional. 

Asimismo dentro del objetivo primero del Área de Salud, se contempla el establecimiento de medidas para la detección precoz de malos tratos en la situación especial de mujeres con discapacidad en el protocolo del sistema de salud. 

Por otra parte, se considera que la política activa más positiva para prevenir la violencia de género hacia las mujeres con discapacidad es su empoderamiento, a través de su autonomía económica (empleo), formación, accesibilidad a entornos, bienes y servicios y participación en todos los ámbitos. Estos criterios y sus medidas correspondientes están recogidas en las Estrategias y Planes de acción para el empleo y para las personas con discapacidad, reforzados en la Estrategia Española de discapacidad 2012-2020 aprobada por el Consejo de Ministros el pasado 14 de octubre, de la que cabe destacar las siguientes medidas estratégicas previstas:


En el ámbito de Igualdad y colectivos vulnerables, teniendo en cuenta que la discapacidad se suma de manera perversa como un factor especialmente perjudicial para colectivos vulnerables, como es el de las mujeres y la infancia, provocando un efecto de multiexclusión, se deberán identificar actuaciones concretas fomentando la acción positiva con algunas de las siguientes medidas:

· Desarrollar una Estrategia Global de Acción contra la discriminación múltiple en los ámbitos de la política de género y la infancia. 

· Promover medidas dirigidas a la prevención de la violencia contra las mujeres con discapacidad, y a garantizar su pleno y libre ejercicio de derechos. 

· Incorporar la discapacidad en la formación de los profesionales que intervienen en la prevención y atención de situaciones de violencia contra mujeres. 


En el ámbito de Sanidad, el objetivo concreto sería reforzar los servicios e instalaciones sanitarias accesibles y no discriminatorias; fomentar la sensibilización hacia las discapacidades en las escuelas de medicina y en los planes de estudios de los profesionales de la salud; ofrecer unos servicios adecuados de rehabilitación; promover la asistencia sanitaria psíquica y el desarrollo de servicios de intervención temprana y de evaluación de necesidades, destacando también entre sus medidas estratégicas:

· Aplicar el enfoque de género en las políticas sociosanitarias, que permita tomar en consideración las necesidades específicas de las mujeres y niñas con discapacidad. 

· Establecer medidas en el ámbito sanitario dirigidas a detectar violencia o malos tratos contra mujeres con discapacidad

· ¿De qué forma se ha asegurado la participación de mujeres y niñas con discapacidad en el desarrollo de dichas leyes, políticas y programas?
El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer es un órgano colegiado interministerial adscrito a la Secretaría de Estado  de Igualdad a través de la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género, al que corresponde el asesoramiento, evaluación, colaboración institucional, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación en materia de violencia de género. 

La Comisión de la Mujer del Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) forma parte del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer.

En el Pleno del Observatorio del 12 de mayo de 2009 se aprobó la constitución de un grupo de trabajo de violencia de género y mujeres con discapacidad. Dicho grupo está coordinado por el CERMI.

En  otras palabras, puede señalarse que la participación de las mujeres con discapacidad en el diseño de las políticas se realiza a través de la Comisión de la Mujer del CERMI (Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad), organismo que aglutina a la mayor parte de las asociaciones de personas con discapacidad con quien se diseñan las políticas de discapacidad (planes y normas), sometiendo a informe de todas ellas al Consejo Nacional de la Discapacidad (compuesto por el CERMI y los representantes de la Administración de diferentes Ministerios).

3. PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN
· ¿Qué iniciativas/programas existen para informar a las mujeres y niñas con discapacidad acerca de sus derechos, incluyendo cuestiones relacionadas con la salud sexual y reproductiva? ¿Están dichas iniciativas también dirigidas a las mujeres en las instituciones?

Para conocer cualquier aspecto sobre discapacidad, la Administración, en colaboración con la Universidad de Salamanca, viene ofreciendo el Servicio de Información sobre discapacidad, a través de Internet, con una sección dirigida a mujeres donde se incluía información sobre violencia. Actualmente, este servicio se haya integrado en REDID (Red Española de Información y Documentación sobre Discapacidad).

Asimismo, para informarse y denunciar agresiones y malos tratos, existe un número de llamada gratuita (016) para todas las mujeres víctimas de violencia de género que no deja rastro y que cuenta con un sistema de accesibilidad para las personas con discapacidad auditiva y/o del habla, a través de una plataforma específica habilitada al efecto (dispositivo DTS, teléfono móvil y PDA (estas dos últimas posibilidades precisas configuración previa con la aplicación TEBMOVIL), a través del número 900 116 016. 
Durante los meses de mayo y junio de 2009 se ha llevado a cabo el Plan de Formación Especializada para los departamentos de información general y de asesoría legal del servicio 016, donde se ha incluido específicamente una sesión sobre “La violencia de género desde una perspectiva multidisciplinar”, presentada por la Presidenta de la Comisión de la Mujer del Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), dando a conocer las especificidades de la violencia de género en mujeres con discapacidad.    
Con el fin de dotar de servicios de atención, talleres ocupacionales, formación de líderes, adaptación de plazas para mujeres con discapacidad en casas de acogida, etc., por la configuración del Estado en nuestro país, se utilizan dos vías:

· con proyectos cofinanciados por la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, responsables de poner en marcha dichos servicios. Se priorizan entre los requisitos para su cofinanciación los que están dirigidos o liderados por mujeres.

· con proyectos realizados por ONGs del sector de la discapacidad y financiados a través del 0,7 del IRPF.

No obstante, para  atender todo tipo de denuncias sobre discriminación contra las personas con discapacidad, incluida la violencia de género, existe en la Administración General del Estado la Oficina Permanente Especializada, que realiza esta función tanto de forma presencial, como a través de correo ordinario y/o electrónico.

Por otro lado, todas las campañas Institucionales para informar, sensibilizar y prevenir la violencia de género tienen prevista la vinculación directa de personas con discapacidad y los mensajes deben tener en cuenta la especial atención a la prevención en relación con aquellos colectivos que presentan una mayor vulnerabilidad, como el de las mujeres con discapacidad y todas son emitidas con subtítulos, para su accesibilidad a las personas con discapacidad auditiva. 

En este sentido, en las dos últimas campañas de sensibilización puestas en marcha por la Secretaría de Estado de Igualdad se ha previsto la vinculación directa de personas con discapacidad:

· Campaña de información y sensibilización en materia de violencia de género “Ya no tengo Miedo”: Se difundió en el último trimestre del año 2009 una campaña de información y sensibilización en materia de violencia de género, en distintos medios de comunicación. En esta campaña se realizaron cuatro versiones del spot para televisión, cine e Internet, protagonizados por una mujer joven, una madre, una mujer inmigrante y una mujer ciega, respectivamente.  

· Campaña de sensibilización “Tarjeta Roja”: En 2010 se lanzó la campaña de sensibilización contra la violencia de genero “Saca Tarjeta Roja” que, con la implicación de rostros conocidos en todos los ámbitos de la sociedad española, tiene como objetivo dar lugar a un movimiento donde los y las ciudadanas se impliquen y muestren su rechazo a la violencia de género y más concretamente a los maltratadores, a partir del significado de la “Tarjeta Roja”: quien no juega limpio queda fuera de la sociedad. 

Entre las personas conocidas que han participado en la misma se ha contado con la colaboración desinteresada del actor Pablo Pineda, galardonado con la Concha de Plata en el Festival Internacional de Cine de San Sebastián de 2009 por su participación en la película “Yo, también”.

Por último señalar que, además de subtítulos, en las piezas audiovisuales de la campaña de sensibilización en materia de violencia de género puesta en marcha por el Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, en el año 2011 “Note saltes las señales. Elige vivir”, se ha incluido el lenguaje de signos realizado con la colaboración del Centro Español de Subtitulado y Audiodescripción. 

En cuanto a la accesibilidad de la información sobre violencia de género, se informa que la página web del Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad, y por supuesto el sitio de violencia de género de la misma, se ha diseñado teniendo en cuenta previsiones de accesibilidad de “AA” de acuerdo con las instrucciones del Ministerio de Política Territorial basadas en las recomendaciones del W3C.

Además, desde la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género se han editado 100 folletos en braille durante 2009 de la “Guía de Derechos de las víctimas de violencia de género”.

· Qué medidas existen para asegurar el acceso de las mujeres y niñas con discapacidad a programas de protección social y de reducción de la pobreza?
Distribución de fondos anuales a las Comunidades Autónomas para garantizar el derecho a la asistencia social integral de las víctimas de la violencia de género.

Las Comunidades Autónomas tienen atribuida la competencia para garantizar los derechos y prestar los servicios sociales a las mujeres víctimas de violencia de género, reconocidos en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas  de Protección Integral contra la Violencia de Género; No obstante la Administración General del Estado, consciente de la trascendencia de esta lucha, ha optado por contribuir con recursos económicos estatales, como en el caso de los fondos anuales para garantizar el derecho a la asistencia social integral de las mujeres víctimas de violencia de género reconocido en el artículo 19 de la citada Ley Orgánica.

Con el fin de garantizar este derecho, tanto en el año 2007, a través de la concesión directa de subvenciones públicas, como en el año 2008, mediante la concesión de subvenciones públicas en régimen de concurrencia competitiva, la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género ha financiado la ejecución de proyectos innovadores por parte de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales, que necesariamente debían contemplar la situación de los colectivos de mujeres que pueden presentar una mayor vulnerabilidad o mayores dificultades para acceder a los derechos, como el de las mujeres con discapacidad.

Entre los programas, actuaciones y servicios que se han financiado con cargo a los fondos previstos para el año 2009 y 2010, se encuentran, entre otros, la atención o la adaptación de los servicios a las peculiaridades de las mujeres con discapacidad. 

Actualmente se están desarrollando los programas y prestando los servicios que garanticen el derecho a la asistencia social integral con cargo a los Presupuestos Generales para 2011, de acuerdo con los criterios de distribución acordados en Conferencia Sectorial celebrada el 16 de marzo de 2011, entre los qué se encuentran servicios y programas dirigidos a las mujeres con discapacidad. 

Por otro lado, desde la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género se gestiona el Servicio telefónico de atención y protección para las víctimas de la violencia de género (ATENPRO).
Este servicio tiene como objetivo prevenir agresiones facilitando el contacto con un entorno de seguridad y posibilitando la intervención inmediata. Este servicio se facilita a las mujeres víctimas de violencia de género que, además de reunir unos requisitos, lo soliciten a los servicios sociales de su Comunidad Autónoma. 

Este servicio cuenta con un sistema que facilita el acceso al mismo de las personas con discapacidad auditiva y oral: Se estable comunicación de seguimiento a través de sms. Para comunicaciones de emergencia, se establece con la usuaria, en el momento de entrega del terminal, unos códigos específicos que se anotan en su expediente, a través de golpes en el micrófono.
Por último, con fecha 30 de septiembre de 2009, se ha suscrito un convenio por el que se canaliza una subvención prevista nominativamente en los Presupuestos Generales del Estado para el año 2009 a favor de la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP), por importe de 300.000,00 euros, para la realización de actuaciones relacionadas con la lucha contra la violencia de género en el ámbito local. 

En dicho convenio se contempla expresamente que todas las actuaciones contenidas en el mismo deberán contemplar, entre otras, la situación de las mujeres con discapacidad. 

ENJUICIAMIENTO Y CASTIGO

El Código Penal califica de delito la violencia de género y tipifica los diferentes grados y penas. 

Por otra parte, la Ley 49/2007 de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, regula las medidas punitivas, cuando se actúa de una manera discriminatoria directa o indirectamente con las personas con discapacidad, incluyendo en este calificativo cualquier abuso o maltrato.

La Oficina Permanente Especializada inicia los expedientes de tramitación de infracciones y sanciones ante supuestos e discriminación, con asistencia letrada para las víctimas.

Finalmente, se organizan Cursos de formación permanente del funcionariado incluido policías y diferentes agentes jurídicos, con un doble objetivo: 

· enseñar de una forma práctica cómo atender a mujeres y hombres con discapacidad desde los servicios públicos.

· introducir el género y la discapacidad en las políticas públicas, de tal manera que, desde su concepción y hasta su ejecución y evaluación, se tengan en cuenta las necesidades de mujeres y hombres con discapacidad. 

Madrid, a 7 de noviembre de 2011
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